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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de octubre del año 2011 dos mil once. 
V i s t o s  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 016/2011-JN, promovido por los ciudadanos Luis Carlos Cervantes Ramírez, Luis Carlos Cervantes Peña y Marta Ramírez Méndez;  y, . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que, los actores, se ostentaron sabedores de la emisión del mandamiento de embargo impugnado, que fue el 12 doce de noviembre del año 2010 dos mil diez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados en la presente causa administrativa, consistentes en el mandamiento de embargo del impuesto predial de fecha 7 siete de octubre del año próximo pasado; y, el acta de embargo realizada por el Ministro Ejecutor demandado el 9 nueve de noviembre de ese mismo año; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia al carbón de mandamiento de embargo y de la diligencia de embargo anexa; aportada por los actores, así como con el original de dicho documento aportado por el Tesorero Municipal; (visible en autos, en copia certificada, a fojas 27 veintisiete y 28 veintiocho, así como en las fojas 61 sesenta y uno y 62 sesenta y dos del presente expediente); documentales que merecen pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de documentos emitidos por las señaladas autoridades demandadas en el ejercicio de sus atribuciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, por lo que respecta a los actos impugnados consistentes en el avalúo practicado al inmueble propiedad del actor Luis Carlos Cervantes Ramírez, ubicado en la parcela número 240-Z del Ejido de Santa Rosa de esta ciudad, y la determinación del valor fiscal del inmueble; su existencia sí se encuentra acreditada en autos, dado que si bien es cierto, no se aportaron por ninguna de las partes los documentos en los que consten tales actos; también lo es que además del mandamiento de embargo impugnado, del avalúo practicado el 5 cinco de agosto del 2003 dos mil tres y del recibo de pago del impuesto predial de fecha 11 marzo del 2009 dos mil nueve, (documentos aportados por los actores y que son visibles a fojas 21 veintiuno y 30 treinta del presente expediente); se desprende que sí se realizó un nuevo avalúo en el año 2010 dos mil diez, pues de los documentos señalados se desprende que en el año 2009 dos mil nueve, el inmueble tenía un valor fiscal de $368,545.60 (Trescientos sesenta y ocho mil quinientos cuarenta y cinco pesos 50/100 moneda nacional); y en base a dicho valor fue pagado el impuesto predial respectivo el 11 once de marzo del 2009 dos mil nueve; por lo que si en el mandamiento de ejecución que se impugna se aprecia que el valor fiscal en el mes de octubre del año 2010 dos mil diez, es de $3’819,775.80 (Tres millones ochocientos diecinueve mil setecientos setenta y cinco pesos 80/100 moneda nacional); resulta que el valor del inmueble fue modificado entre esas fechas, lo que únicamente puede darse por alguna de las razones contenidas en el artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, entre las que se encuentra la realización de un avalúo; por lo que la existencia de los actos que se impugnan se demuestra con los documentos señalados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por los actores en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que el ciudadano Luis Carlos Cervantes Ramírez es propietario de la parcela número 240-Z-1P1/3 del Ejido Santa Rosa de este Municipio y que de dicha parcela, los ciudadanos Luis Carlos Cervantes Peña y Marta Ramírez Méndez tienen el usufructo vitalicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

 Así las cosas, para el año 2009 dos mil nueve, para efecto de la base del impuesto predial, la parcela antes descrita, tenía un valor fiscal de $368,545.60 (Trescientos sesenta y ocho mil quinientos cuarenta y cinco pesos 50/100 moneda nacional), resultando que los actores, para el 12 doce de noviembre de 2010 dos mil diez, tuvieron conocimiento de que el valor del inmueble ya era de $3’819,775.80 (Tres millones ochocientos diecinueve mil setecientos setenta y cinco pesos 80/100 moneda nacional). Lo anterior como consecuencia del mandamiento de embargo del impuesto predial PR-2010-00092862, emitido por la Directora General de Ingresos el 7 siete de octubre de 2010 dos mil diez, derivado del cual se practicó embargo el 9 nueve de noviembre del mismo año. . 
Actos que los impetrantes del proceso estiman ilegales, toda vez que argumentan que no se encuentran debidamente fundados ni motivados; que el mandamiento de embargo no reúne los elementos de validez que debía contener, como la firma autógrafa; que el avalúo es ilegal al no haber mediado  una orden de valuación por parte de la Tesorería Municipal, y que no se practicó legalmente conforme al procedimiento señalado en la Ley de Hacienda aplicable; por su parte las autoridades demandadas sostuvieron la legalidad de los actos emitidos; y, que sí se encuentran fundados y motivados; que ya se le había notificado al actor el requerimiento de pago, por lo que no se le causa agravio alguno; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

En el presente proceso administrativo, el Tesorero demandado, hizo valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al referir que el acto impugnado fue consentido de manera tácita, al no interponer los actores el medio de defensa procedente dentro del termino de ley, pues refieren que ya tenían conocimiento de la modificación del valor fiscal, toda vez que con fecha 2 dos de agosto del 2010 dos mil diez, le fue notificado al ciudadano Luis Carlos Cervantes Ramírez un requerimiento de pago del impuesto predial  existiendo, de por medio, un citatorio de fecha 30 treinta de julio de ese año; por lo que al tener conocimiento del avalúo y su modificación desde el 2 dos de agosto del año próximo pasado, consintió tales actos al no impugnarlos dentro del termino legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . 

Causal de improcedencia que no se actualiza; toda vez que tal y como se señala en el Tercer Considerando de la presente resolución, los actores se ostentaron sabedores de los actos impugnados el 12 doce de noviembre del año próximo pasado, sin que de las constancias de autos se desprendiera que hayan tenido conocimiento de los mismos en otra fecha, ya que respecto del avalúo y la modificación del valor del inmueble, amén de que las autoridades no exhiben dicho avalúo, no puede considerarse que a través de la notificación del requerimiento de pago del impuesto PR-2010-00092862, practicada el día 2 dos de agosto del mismo año, hayan tenido conocimiento del nuevo valor fiscal del inmueble, ya que si bien es cierto que las autoridades señalan que se dejó citatorio el día 30 treinta de julio del año pasado para que la parte actora esperara al Ministro Ejecutor en día y hora fija hábil señalados y que al no hacerlo se entendió la diligencia con quien dijo llamarse Carmela Rosas; cierto es también que no se cumplió con lo establecido en el último párrafo del artículo 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues no consta ni se acredita que se haya levantado acta circunstanciada de la diligencia de notificación ante la presencia de 2 dos testigos; lo que comprobaría en su caso, que la notificación del acto se practicó legalmente; lo que no se hizo, por lo que no existe la certeza como lo pretenden inferir las demandadas, de que el acto le fue notificado a los actores en la fecha que señalan y por consiguiente, hayan tenido conocimiento del nuevo valor fiscal del inmueble propiedad del ciudadano Luis Carlos Cervantes Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por otra parte, debe resaltarse que, en el presente proceso, no solamente se impugnaron el avalúo realizado al inmueble ni el resultado del avalúo; sino también el mandamiento de ejecución y el embargo practicado; los que no son consentidos pues se impugnaron, a partir de que tuvieron conocimiento de los mismos, dentro del término legal de 30 treinta días que establece el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Ahora bien, el Director de Ejecución demandado, hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que refiere que no existe acto alguno por parte de dicho funcionario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal que en efecto, se actualiza; dado que no se desprende participación alguna del ciudadano Héctor Federico González Aranda, en su carácter de Director de Ejecución, ni en la expedición del avalúo, ni en el mandamiento de embargo de fecha 7 siete de octubre del año pasado, ni del acta de embargo levantada con motivo de la misma, el día 9 nueve de noviembre de ese año; de ahí que se concluya que no existe acto impugnado atribuible al ciudadano Héctor Federico González Aranda, por lo que se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que procede sobreseer el presente proceso, respecto de la autoridad mencionada, de acuerdo a lo establecido por la fracción II del artículo 262 del ordenamiento legal previamente enunciado. . . . . . . . . . . . .  

Finalmente, al no haber planteado las autoridades demandadas ninguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento; este Juzgador, de manera oficiosa, no advierte la actualización de alguna otra que impida el estudio del fondo del asunto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados por los actores en su demanda y ampliación de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De los conceptos de impugnación planteados, este Juzgador se avocará al estudio del que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el referido a que no existió orden de valuación del inmueble, ello en virtud de que el valor de inmueble dio origen al cálculo del impuesto predial por el cual se emite el mandamiento de ejecución y al embargo, también impugnados en el presente proceso. Concepto de impugnación que está marcado como número 3 tres, tanto del escrito de demanda como el de ampliación, sin necesidad de transcribirlos, así como tampoco los restantes; sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . 

Así las cosas, en los conceptos de impugnación marcados como número 3 tres (visibles foja 6 seis a 7 siete y 90 noventa a 91 noventa y uno, del escrito de demanda y de ampliación a la misma, respectivamente), la parte actora expresó que la Tesorería Municipal vulnera el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, porque no emitió una orden de valuación por escrito; negando, lisa y llanamente, de manera concreta el que la Tesorería o Dependencias adscritas a la misma, les hayan notificado una orden de valuación del inmueble propiedad de Luis Carlos Cervantes Peña: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el Tesorero Municipal, como argumento para demostrar la ineficacia del concepto de impugnación en estudio, expuso: . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Al respecto no le asiste la razón al recurrente ya que en fecha 04 de diciembre de 2009, se realizó avalúo en el que se modificó el valor fiscal del inmueble propiedad del actor y que es el mismo que se impugna en el presente juicio, respecto a dicho avalúo el actor presenta ante la Dirección... escrito de inconformidad solo en contra del valor fiscal, sin inconformarse en contra del procedimiento, por lo que en fecha 11 de marzo de 2010, los peritos autorizados... con la presencia del ahora actor , mismo que firmó al calce del reporte... por lo que el nuevo avalúo se realizó a petición del actor, razón por lo que este caso, no medio orden de avalúo.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . .

Por su parte la Directora General de Ingresos y el Ministro Ejecutor demandados manifestaron: “En… es importante señalar que previo al embargo, se le habían notificado el requerimiento de pago……….y no realizó manifestación alguna respecto del avalúo ahí plasmado y en nuevo valor asignado al predio de su propiedad”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Analizado que es lo externado tanto por los actores, como por las autoridades demandas, así como las constancias que integran la presente causa administrativa, este Juzgador considera que son fundados los conceptos de impugnación que se examinan; ya que de lo argumentado por el Tesorero Municipal demandado, al contestar la demanda, se desprende su confesión expresa de que no medió orden de valuación de la parcela número 240-Z-1 P1/3 del Ejido Santa Rosa de este Municipio. Confesión a la que, al no existir ningún otro medio de prueba de donde se acredite lo contrario, se le concede pleno valor probatorio al reunirse los requisitos establecidos en el artículo 118, fracciones I, II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado, pues es hecha por persona capaz de obligarse; con pleno conocimiento y sin coacción ni violencia; y porque es un hecho propio, al ser el Titular de la Tesorería Municipal quien lo acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, al no haber existido orden de valuación de la parcela antes descrita, violándose en perjuicio de la parte actora, el contenido del primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, por haberse omitido un requisito formal exigido en la ley, lo que trae aparejado un vicio en el procedimiento que para la práctica de todo avalúo se establece en esa Ley de Hacienda, que sin duda, afecta la defensa de los actores; es que resultan fundados los conceptos de impugnación en estudio, por lo que en consecuencia, con fundamento en el artículo 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declara nulo el acto impugnado consistente en el avalúo fiscal de la parcela número 240-Z-1 P1/3 del Ejido de Santa Rosa de este Municipio, por el cual se le asignó un valor fiscal de $3’819,775.80 (Tres millones ochocientos diecinueve mil setecientos setenta y cinco pesos 80/100 moneda nacional); por lo que procede decretar su nulidad total, así como también la nulidad total de los actos derivados de dicho avalúo, como lo son: la determinación del valor fiscal del inmueble, en base al avalúo declarado nulo; el mandamiento de embargo del impuesto predial de fecha 7 siete de octubre del 2010 dos mil diez, número PR-2010-00092862; y, el embargo practicado el 9 nueve de noviembre del año próximo pasado; ello siguiendo el principio de derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Lo anterior en los términos de la fracción II del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en cita. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, se procede a valorar las pruebas documentales aportadas por el Tesorero Municipal, juntamente a su escrito de contestación; consistentes en el citatorio de fecha 30 treinta de julio del 2010 dos mil diez; requerimiento de pago de fecha 27 veintisiete de julio del año próximo pasado; el citatorio del 8 ocho de noviembre de ese mismo año; y el acta circunstanciada de cumplimentación del citatorio, del 9 nueve de noviembre del 2010 dos mil diez; (visibles a fojas 58 cincuenta y ocho a la 60 sesenta, y 63 sesenta y tres del presente expediente); Documentales a las que no obstante de que tienen pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al ser emitidos dentro del procedimiento respectivo y por los funcionarios señalados; no son suficientes para desvirtuar el hecho de que no medió orden de valuación, ante la confesión expresa realizada por el Tesorero Municipal al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- En virtud de que los conceptos de impugnación analizados, resultaron fundados y son suficientes para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracción II;  287, 298, 299, 300, fracción II; y, 302, fracciones  II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se sobresee el proceso administrativo interpuesto en cuanto a los actos del Director de Ejecución; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Quinto de esta resolución. . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Resultó procedente el presente proceso administrativo, en contra de los actos impugnados a la Tesorería Municipal, a la Dirección General de Ingresos y al Ministro Ejecutor de nombre Raúl Salvador Aguado Malacara. . . 

CUARTO.- Se decreta la nulidad total del avalúo fiscal del inmueble ubicado en la parcela número 240-Z del Ejido de Santa Rosa de este Municipio, por el cual se le asigna un valor fiscal de $3’819,775.80 (Tres millones ochocientos diecinueve mil setecientos setenta y cinco pesos 80/100 moneda nacional); así como también la nulidad total de la determinación del valor fiscal del inmueble, en base al avalúo declarado nulo; del mandamiento de embargo del impuesto predial de fecha 7 siete de octubre del 2010 dos mil diez, número PR-2010-00092862; y, del embargo practicado el 9 nueve de noviembre del año próximo pasado, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

